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Mercedes Serraller. Madrid 
Hacienda vuelve a poner el 
foco en el salario de los admi-
nistradores. Este asunto, tra-
dicionalmente conflictivo, pa-
recía haber quedado pacifica-
do hace cinco años, pero la 
Agencia Tributaria (AEAT) 
ha emprendido una ofensiva 
este otoño contra la deducibi-
lidad del salario del consejo 
de administración por parte 
de la empresa. Esta avalancha 
de inspecciones, de la que dan 
cuenta abogados y empresas a 
EXPANSIÓN, afecta a canti-
dades millonarias, y ha cogido 
a las empresas con el pie cam-
biado. La nueva Ley del Im-
puesto sobre Sociedades ha-
bía zanjado este asunto en 
2015 al establecer que las re-
tribuciones de los miembros 
del consejo de administración 
que ejerzan funciones ejecu-
tivas de alta dirección son de-
ducibles para la empresa. Es 
el caso de los salarios del CEO, 
consejeros delegados, presi-
dente del consejo, vicepresi-
dente, etc. 

“Tras un período de calma, 
nos estamos encontrando de 
nuevo con multitud de com-
probaciones tributarias en las 
que la Inspección está recha-
zando, de forma sistemática, 
la deducibilidad de la remu-
neración de los administrado-
res”, advierte Miguel Ángel 
González, socio de PwC Tax 
and Legal. Y lo hace con efec-
tos desde 2015, a instancias de 
una resolución del Tribunal 
Económico-Administrativos 
Central (TEAC), que depen-
de de Hacienda, que el pasado 
17 de julio consideró que estas 
retribuciones no son deduci-
bles. 

El conflicto se desató en 
2008, cuando el Tribunal Su-
premo dictó su controvertida 
sentencia del caso Mahou, 
que interpretó que la retribu-
ción de los administradores 
debe constar en los estatutos 
con certeza para ser deduci-
bles, lo que exige precisión del 
concreto sistema retributivo, 
determinación exacta del 
porcentaje, en el caso de que 
la retribución consista en una 
participación en los benefi-
cios, y si es una asignación fija, 
constancia de la cuantía o los 
criterios que permitan deter-
minarlo. 

De esta forma, la Inspec-
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Ante la avalancha de impugnaciones  
de contribuyentes a Hacienda por las 
facultades extraordinarias que se está 
atribuyendo en las inspecciones tras el 
primer estado de alarma, Juan Ramón 
Pérez Tena, ponente del Tribunal 
Económico-Administrativo (TEAC),  
que depende de Hacienda, considera 
que la AEAT debería reducir los poderes 
que se ha otorgado. Así lo dijo en  
las jornadas del Consejo General de 
Economistas-Asesores Fiscales (Reaf) 
que se celebraron el 18 de noviembre. 
Se está produciendo una catarata de 
oposiciones al alud de notificaciones 
que empezó a mandar la Agencia  
el 1 de junio, cuando finalizó lo que 
muchos contribuyentes consideran la 

“supuesta” suspensión de 
procedimientos para el Fisco. La AEAT 
está ampliando el plazo para sus 
actuaciones e inspecciones en 78 días, 
los que median entre el 14 de marzo y el 
1 de junio, en que estaban suspendidos 
sus procedimientos por el estado de 
alarma. Estos contribuyentes plantean 
que no ha habido tal suspensión, por lo 
que no cabría que la AEAT aumente su 
margen de actuación y amplíe el plazo 
de inspecciones ni de comprobación de 
impuestos. Conforme a la disposición 
adicional tercera del Real Decreto 
463/2020, de 14 de marzo, que declaró 
el estado de alarma, la AEAT no podría 
seguir actuando en los procedimientos 
en curso salvo que el interesado 

muestre su conformidad o que “se 
haga para proteger el interés general”  
y “se motive adecuadamente”.  
Sin embargo, la Agencia publicó un 
documento sobre sus actuaciones  
en el estado de alarma en el que señaló 
que sólo iba a realizar los trámites 
imprescindibles. Las fuentes jurídicas y 
empresariales consultadas dan cuenta 
de que la AEAT ha estado trabajando 
con “intensidad”. Han “recibido 
comunicaciones de inspectores 
pidiendo documentos y requerimientos 
de información de terceros”. Pérez  
Tena cree que los 78 días en que para la 
prescripción deberían acortarse desde 
la fecha en que cada contribuyente  
fue objeto de actuaciones.

Los ‘poderes’ de la Inspección tras el confinamiento

María Jesús Montero, ministra de Hacienda, y Jesús Gascón, director de la Agencia Tributaria.

ción de Hacienda calificaba 
las retribuciones que carecían 
de cobertura estatutaria co-
mo liberalidades y, en aplica-
ción del artículo 14.1.e) del en-
tonces vigente Texto Refun-
dido de la Ley del Impuesto 
sobre Sociedades, como gasto 
no deducible en dicho tributo. 

Las empresas son reacias a 
reflejar estas retribuciones en 
estatutos o bien porque coarta 
su libertad y funcionamiento 
o, en muchos casos, sobre to-
do en las grandes, porque no 

quieren que estas retribucio-
nes sean conocidas por los ac-
cionistas minoritarios. 

Tras la sentencia del caso 
Mahou y el alud de inspeccio-
nes y actas que se levantaron, 
la Hacienda de Cristóbal 
Montoro quiso zanjar el con-
flicto con la reforma fiscal que 
entró en vigor en 2015. El 
nuevo artículo 15.e) de la Ley 
27/2014 estableció que no se-
rán consideradas como libe-
ralidades “las retribuciones a 
los administradores por el de-

sempeño de funciones de alta 
dirección, u otras funciones 
derivadas de un contrato de 
carácter laboral con la enti-
dad”. Parecía entonces que el 
debate quedaba cerrado. Y 
ése es el problema ahora mis-
mo, que desde finales del ve-
rano las empresas se encuen-
tran que la Inspección vuelve 
a cargar sobre un asunto que 
consideraban zanjado y en el 
que la Ley no les exigía desde 
2015 que reflejaran los sala-
rios en los estatutos siempre 

que los administradores de-
sempeñaran funciones ejecu-
tivas y de alta dirección. 

Pues bien, la AEAT ahora 
cuestiona la deducibilidad de 
los salarios que no están im-
plementados en estatutos o lo 
están de forma deficiente 
apoyándose en la resolución 
del TEAC de 17 de julio de 
2020, que confirma lo que di-
jo el mismo tribunal el 8 de 
octubre de 2019. 

El TEAC ha aprovechado 
que el Tribunal Supremo, Sa-

la de lo Civil, sin conexión tri-
butaria, dictó una sentencia el 
26 de febrero de 2018 adap-
tándose a la reforma de la Ley 
de Sociedades de Capital, que 
exige, para todo administra-
dor que perciba retribuciones 
por el desempeño de su cargo, 
cumplir con todos los requisi-
tos establecidos por la legisla-
ción mercantil, es decir, la re-
serva estatutaria además de 
su aprobación por los órganos 
sociales competentes, lo que 
llevó al TEAC a concluir que 
la deducibilidad fiscal de la re-
tribución de administradores 
sólo cabe si está debidamente 
reflejada en estatutos. 

“Absurdo” 
El Tribunal que depende de 
Hacienda intenta adecuar la 
doctrina mercantil a la fiscal y 
para ello se refugia en la letra 
f) del artículo 15 de la Ley del 
Impuesto sobre Sociedades 
de 2015 y dice que este gasto 
no es deducible por contrave-
nir el ordenamiento jurídico.  

Para Miguel Ángel Gonzá-
lez, esta postura puede llevar 
a “situaciones absurdas”, ya 
que la citada doctrina no está 
pensada para salarios sino pa-
ra gastos “cuya realización es-
tá castigada por el propio or-
denamiento jurídico, como es 
el caso de los sobornos, de 
manera que su realización es 
contraria al mismo y está pe-
nada”, de forma que “el gasto 
ilícito y que, como tal conlleva 
una pena, es el que no resulta 
fiscalmente deducible”, como 
ha dicho la Dirección General 
de Tributos. 

Fuentes de la AEAT trasla-
dan que la resolución del 
TEAC dijo que antes y des-
pués de la Ley de 2015 la retri-
bución de los administrado-
res sólo es deducible si se re-
conoce en los estatutos. Otra 
cuestión es con qué precisión 
lo tienen que decir. Desde la 
Agencia Tributaria rema-
chan: “Estamos aplicando a 
rajatabla lo que el TEAC ha 
sentado como doctrina una 
vez aprobada la reforma”.

El escrutinio afecta  
a los salarios  
del CEO, consejero 
delegado, presidente 
o vicepresidente


